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Aprobado por acta No. 245    Hora:  05:45 pm

Se ocupa la Sala de resolver la impugnación hecha por el apoderada de la empresa Telecom en Liquidación, en contra del fallo de tutela proferido por el señor Juez Segundo Penal del Circuito de esta ciudad el pasado ocho (8) de abril de dos mil cinco (2005), mediante el cual amparó el derecho a la igualdad en cabeza de la señora DORA IBETH ECHEVERRY HINESTROZA.  

1.- SOLICITUD 

Dijo la accionante haber entrado a laborar en la Empresa Nacional de Telecomunicaciones TELECOM el cinco (5) de mayo de mil novecientos ochenta y siete (1987), fecha desde la cual se desempeñó en un cargo de excepción. Al transformarse la entidad en Empresa Industrial y Comercial de Estado se encontraba vinculada a la misma. Por ello, considera que de conformidad con lo establecido en el artículo 10 del Decreto 1835 de 1994, tenía derecho a que se le aplicaran íntegramente las normas vigentes a esa fecha, con el límite establecido en el artículo 14.

Señala que el decreto 2661 de 1960 estipulaba la pensión a los veinte (20) años de servicio para los  empleados en cargos de excepción, sin consideración a la edad y que ella cumpliría tal requisito el cinco (5) de mayo de dos mil siete (2007).

Reseña que en el mes de marzo de 2003, TELECOM ofreció a todos los trabajadores que se encontraban a menos de siete (7) años de obtener su derecho a pensión, un plan de PENSIÓN ANTICIPADA, sin que a ella se le hiciera tal ofrecimiento por la interpretación que se hizo del límite fijado en el decreto 1835.

En vista de que todos sus compañeros que tenían incluso más lejano su derecho de pensión se encuentran beneficiados por el plan de PENSION ANTICIPADA ofrecido por TELECOM, solicita se le proteja su derecho a la igualdad y se le ordene a la FIDUCIARIA LA PREVISORA y/o TELECOM que se le ofrezca el mismo plan que cobijó a los trabajadores que se encontraban a menos de siete (7) años de pensionarse. 

2.- FALLO 

Consideró el señor Juez Constitucional que el derecho a la igualdad era de aquellos fundamentales y por ende, susceptible de ser protegido mediante la acción de tutela. 

Sobre el caso particular, dedujo que la accionante en efecto, había laborado en un cargo de excepción (como Telefonista nacional) durante un tiempo superior a los dieciséis (16) años y que tenía al momento del retiro cuarenta (40) años de edad. Que cumplía con los requisitos exigidos en los decretos 2661 de 1970, 1836 de 1994 para que se le ofreciera el plan de pensión anticipado, porque además, al transformarse Telecom en Empresa Industrial y Comercial del Estado, estaba legalmente vinculada a la misma y; le faltaban menos de siete (7) años para acceder a la pensión. Sobre la calidad de excepción del cargo que desempeñaba, destaca que la accionante manifestó bajo la gravedad del juramento que se estaba quedando sorda y estaba en tratamiento relacionado con el órgano de la audición.

Con base en las anteriores elucubraciones y apoyado en fallo de esta Sala, el conociente concedió el amparo pedido y dispuso que se le ofreciera por parte de Telecom y la Fiduciaria La Previsora el ofrecimiento del Plan de Pensión Anticipada a la señora ECHEVERRY HINESTROZA. 

3.- IMPUGNACIÓN

Hace el apoderado de Telecom en liquidación un recuento de lo que constituyó el plan de pensión anticipada, de los requerimientos para el efecto, que según la naturaleza del cargo desempeñado eran diferentes. En el caso concreto de la accionante, manifestó que no se le hizo el ofrecimiento en la modalidad de cargo de excepción ya que en ese momento le faltaban 2.97 años de servicio y la exigencia era 1.75 años.

Insiste en no haberse vulnerado el derecho de igualdad por cuanto la determinación tomada estaba en concordancia con las normas aplicables, en particular, que para los trabajadores en cargos de excepción se requería que éstos cumplieran los veinte (20) años de servicio antes del treinta y uno de diciembre de dos mil cuatro (2004), lo cual obviamente no había satisfecho la accionante quien alcanzaría su jubilación el veintiséis (26) de noviembre de dos mil siete (2007).

Refiere que a pesar de ser del conocimiento general el plan de pensión que se ofrecía, la accionante no presentó solicitud para ser cobijada por el mismo, ni remitió la documentación necesaria para acreditar el cumplimiento de los requisitos, con lo cual se dejó vencer el término y que no es posible que con la acción de tutela se busque subsanar su negligencia, para revivir términos ya vencidos.

Concluye el impugnante, pergeñando la imposibilidad de la entidad en liquidación de iniciar nuevas actividades, que el reconocimiento o pago de una pensión de jubilación escapa al ámbito de la acción de tutela y que además, no existe un perjuicio irremediable en vista de la liquidación que se le pagó a la señora ECHEVERRY HINESTROZA. Corolario, pidió la revocatoria del fallo, para que se declarara la improcedencia del mecanismo constitucional.

4.- SE CONSIDERA
No hay duda que la acción de tutela se constituye hoy por hoy en un importante instrumento disponible para cualquier ciudadano que considere encontrarse frente a la vulneración de una garantía constitucional fundamental, para cuya protección no exista otro medio de defensa judicial, a menos claro está, que de existir, se trate a toda costa de evitar un perjuicio irremediable.

El asunto que aquí se debate no es nuevo para esta colegiatura, ya que en recientes decisiones se ha optado por una posición congruente con la asumida por el señor juez en sede de tutela 
.

En casos con identidad fáctica al que ahora concentra la atención de la Sala, se han confrontado las situaciones particulares de los demandantes con la normativa especial aplicable para los empleados de Telecom, en procura de determinar si se satisfacían o no los requisitos exigidos, en aras de pronunciarse en uno u otro sentido. Se llegó entonces a concluir que en cuanto se refiere a los cargos de excepción, dos (2) eran los requisitos para acceder a la pensión, sin consideración a la edad de las personas: (i) Haber laborado veinte (20) años al servicio de la entidad y (ii) Estar vinculada a la misma al transformarse ésta en Empresa Industrial y Comercial del Estado (veintinueve -29- de diciembre de mil novecientos noventa y dos –1992-). Que el plan de pensión anticipada fue ofrecido a quienes estaban próximos a consolidar su situación de pensionados y para ello se tuvo en cuenta a aquellos trabajadores que accederían a ella dentro de un rango de siete (7) años.   

Realizado el mismo ejercicio en el evento presente, es evidente que del estudio de los documentos aportados, se desprende que la señora ECHEVERRY HINESTROZA satisfacía a cabalidad las exigencias tenidas en cuenta por Telecom para ofrecer el susodicho plan anticipado de pensión, por cuanto:

- El cargo en el que se desempeñaba, era uno de aquellos considerados de excepción. Sobre este punto, no hubo discusión alguna en el recurso.

- Al estar laborando desde el veintiocho (28) de mayo de mil novecientos ochenta y siete (1987) -no el cinco (5) como afirma la accionante- sin solución de continuidad, cumplía la segunda condición, es decir, estar vinculada al producirse la transformación de tal entidad.

- Estaba próxima a adquirir el derecho a pensionarse,  pues al producirse su retiro contaba con dieciséis (16) años, un (1) mes y veinte (20) días. En otras palabras, le faltaban menos de siete (7) años para consolidar tal prestación.

Dilucidado lo anterior, es indiscutible que la accionante recibió un trato desigual frente al que se dispensara a los otros trabajadores a quienes se les ofreció el plan de pensión anticipada, con lo cual se vulneró el mandato constitucional consignado en el artículo 13.

No se precisa en esas condiciones, realizar un análisis exhaustivo sobre la procedencia o no de la acción de tutela en el sub judice, porque lo que está en juego en el fondo, no es el reconocimiento de una prestación económica, sino que la pretensión primordial es la reivindicación de una garantía fundamental que ha sido vulnerada y por ello compete al juez en sede de tutela hacer cesar tal vulneración, máxime cuando ningún otro juez está en posibilidad de hacerlo dentro del marco normal de sus funciones.

Sobre el alcance del derecho a la igualdad, en uno de sus muchos pronunciamientos, ha dicho la Corte Constitucional:

El artículo 13 de la Constitución consagra la igualdad como derecho fundamental en sus distintas dimensiones: igualdad ante la ley, igualdad de trato e igualdad de oportunidades. Se trata de un mandato que impone al Estado el deber de tratar a los individuos en forma tal que las cargas y las ventajas sociales se distribuyan equitativamente entre ellos. La jurisprudencia ha señalado que la igualdad es un concepto relacional por lo que no puede aplicarse en forma mecánica o automática, pues no solo exige tratar igual a los iguales, sino también desigualmente las situaciones y sujetos desiguales. Comporta además un mandato de trato paritario a destinatarios cuyas situaciones presenten similitudes y diferencias, cuando las similitudes sean más relevantes que las diferencias, y otro mandato de trato diferenciado cuando las diferencias sean más relevantes que las similitudes.

Por manera que demostrada la afectación a una prerrogativa fundamental constitucional, no otro era el camino a seguir por el señor Juez de primera instancia quien acertadamente concedió el amparo deprecado, posición que avala esta Sala mediante la confirmación integral del fallo proferido.

5.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo de tutela que ha sido objeto de revisión, proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad.

SEGUNDO: SE REMITIRÁ el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      
          VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala
� Cfr. fallo de 2ª Instancia del 13-04-2005 Rad. 661703104001 2005 00004 01. M. P. Héctor Tabares Vásquez.


� Sentencia C-106/04 M. P. Dra. Clara Inés Vargas Hernández
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